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Tal vez el proyecto más ambicioso de cuantos ha emprendido la Comunidad
Europea (CE), en el marco de su relaciones de cooperación con Centroamérica, haya
sido el numerado como ALA 89/12, por el que se proponía poner en marcha un
sistema regional de pagos que facilitara el incremento de los flujos comerciales entre
los países centroamericanos contribuyendo así, indirectamente, a acelerar e intensificar
los nuevos intentos de integración regional. La asistencia comunitaria a este proyecto
fue solicitada por los países centroamericanos con ocasión de la Conferencia de San
José V (San Pedro de Sula, 27/28 de febrero de 1989). En esta Conferencia los
mismos países requirieron también la creación de un fondo especial en favor de los
países más desfavorecidos del istmo (Honduras y Nicaragua) y el envío de una asistencia
técnica al Banco Centroamericano de Integración Económica (BCIE) para reforzar
sus estructuras y su capital. Tras un detenido estudio, la CE decidió dar una respuesta
positiva a tales demandas. El Convenio de Financiación para el Sistema de Pagos fue
firmado en Dublín con ocasión de la San José VI (9/10 de marzo de 1990). El
Convenio de Financiación para el Fondo Especial se firmó en Managua (San José
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VII, 18/19 de marzo de 1991). Por otra parte, el apoyo tanto diplomático, como
financiero y técnico se han ido desarrollando con intensidad y normalidad durante
los últimos años.
El Sistema de Pagos Centroamericano (SPC) -o Sistema Regional de Pagos de
Centroamérica (SRPCA)- disfrutó en todo momento de un importante apoyo político,
tanto por parte comunitaria como por la centroamericana. En diversas cumbres de
los presidentes centroamericanos se subrayó la importancia de este programa y de su
papel casi protagonista en el proceso de integración regional. Con especial énfasis se
hizo en la Cumbre de Antigua (Guatemala, 15/17 de junio de 1990), en la que se
enunció como primer punto del Programa de Acción Económica para Centroamérica
(PAECA) la puesta en práctica de todos los compromisos derivados del Proyecto SPC,
incluido el desmantelamiento de los obstáculos al comercio intrarregional
centroamericano. Por parte comunitaria, todos los Estados miembros comunitarios
aprobaron el Proyecto, y tanto en la San José VI como en la San José VII gran parte
de los cancilleres comunitarios subrayaron la importancia esencial que podría
desempeñar, no sólo desde el punto de vista comercial y económico, sino también
como contribución a los reiterados esfuerzos de cooperación regional y de integración
política de toda la región. Este apoyo político-institucional se confirmó también a
nivel de operadores económicos, que acogieron el sistema con bastante entusiasmo. 
Los hechos fueron muy a remolque de los deseos y de los apoyos. Buena prueba
de ello es que, aunque ya en julio de 1990 la CE había hecho un anticipo para el
SPC de 20 millones de ECU en una cuenta del Banco de Guatemala, así como el
material informático necesario y un equipo de asistencia técnica de muy alto nivel,
el Proyecto encontró algunas dificultades políticas por parte de algún Banco Central
participante, lo que retrasó la puesta en acción del SPC hasta diciembre de 19901.
Pero no adelantemos acontecimientos y retornemos al comienzo de la historia. 
ANTECEDENTES
Como suele suceder en todo proyecto de envergadura, el SPC no surgió de un
modo repentino y no es fácil fechar su comienzo, dado que durante el proceso de
maduración del mismo se produjeron cambios, algunos incluso sustanciales, hasta
el punto que es casi imposible reconocerlo en sus orígenes. De ahí que asuma un
claro riesgo de opinión (y, como tal, sujeto y dispuesto a rectificación ante argumentos
mejores) al afirmar que el SPC comienza a gestarse cuando, a comienzos de 1987,
la Secretaría Ejecutiva del Consejo Monetario Centroamericano (CMC) demanda
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a la Comisión asistencia técnica no reembolsable que, en principio, obtiene el visto
bueno de las autoridades de Bruselas. A mediados de junio de ese mismo año, y en
el marco de este acuerdo de principios, la Comisión prepara un proyecto (en el que
está dispuesta a participar financieramente) con la mira puesta en un Sistema de
Compensación, en el seno del Mercado Común Centroamericano (MCCA),
denominado DICA2 (Derecho de Importación Centroamericano)3.
Los autores del Proyecto del SPC, Juan Arencibia Rocha y José Rodríguez de
Pablo (de los que enseguida hablaremos) van menos lejos en su rastreo y consideran
que la “idea figuraba en el Plan Especial de Cooperación para Centroamérica” (PEC)4,
aprobado por las Naciones Unidas en octubre y noviembre de 19875 como respuesta
inmediata al Acuerdo de Guatemala -Esquipulas II- del 7 de agosto de ese año.
Sin embargo, y como dice el refrán, las cosas de palacio van despacio. Si Esquipulas
II supuso un hito en la solución regional (o, al menos, en la puesta en marcha de un
plan coherente de pacificación y de mutuo entendimiento) de los conflictos políticos
en Centroamérica, no se contaba con ningún plan integral similar en la solución de
los graves problemas económicos, sobre todo para avanzar en el sendero de la inte-
gración. Había conciencia de la gravedad de la crisis, se tenía idea clara de que la
integración era condición sine qua non, pero faltaba un programa económico coherente
y a gusto de todos los implicados. De ahí que cuando, meses después, se reúne la Se-
gunda Comisión Mixta CE-Centroamérica (Managua, 23/24 de junio, 1988) se sigue
hablando aún en términos un tanto vagos del PEC y del Plan de Acción Inmediata
(por no hablar de otros muchos, como el GATT, el banano y la deuda), pero nada
sobre el SPC. Solamente se recoge, en el Acta Final, que durante la reunión la parte
centroamericana “enfatizó la importancia de la reactivación del comercio interior
centroamericano y una apertura aún más grande del mercado comunitario”. 
A pesar de esta indiferencia centroamericana, al menos aparente, la Comisión
siguió trabajando en la elaboración del SPC, consciente de su importancia y de sus
compromisos6. Y así, en diciembre de ese mismo año 1988, la Comisión tiene ya en
su poder el Informe Preliminar para el Relanzamiento del Comercio Intrarregional
y la Dotación de Liquidez para la Estabilización de las Balanzas de Pagos en Centroamérica.
Como acabamos de decir, el Informe, del que hablaremos en el apartado siguiente,
fue redactado por los españoles Juan Arencibia Rocha, del Ministerio de Economía
y Hacienda, y por José Rodríguez de Pablo, del Banco de España. 
Es en el mes de febrero de 1989 cuando el SPC comienza a tomar visos de
realidad. Y dos son las razones para poder afirmarlo: en el contenido de la Declaración
Conjunta de la IV Cumbre de los Presidentes Centroamericanos, reunidos en Costa
del Sol (El Salvador) los días 13 y 14 de febrero, en la que hacen una llamada a la
comunidad internacional y, en especial, a la Comunidad Europea, para participar en
la reactivación del MCCA; y la aprobación, en San José V (27/28 de febrero), del
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Proyecto del SPC y de un Fondo Especial de Promoción de las Exportaciones de
Honduras y Nicaragua (del que también hablaremos en seguida), como complemento
importante del mismo. Se tardará un año en firmar el acuerdo de financiación del
SPC (San José VI, marzo, 1990) y dos años el Fondo Especial (San José VII, marzo,
1991), pero habían visto la luz verde.
Antes de pasar al diseño del SPC, creo conveniente decir que cuando tuvo
lugar la celebración de San José V, los representantes centroamericanos tenían ya
un proyecto coherente sobre los pasos a dar para la recuperación económica de la
región, que fueron analizados por la Comisión en la reuniones preliminares al
encuentro ministerial de San Pedro de Sula. Ese proyecto, definido como de Acción
Extraordinaria (los adjetivos se van agotando: Acción Especial, Acción Inmediata,
Acción Urgente...) pivota sobre tres ejes: un relanzamiento del comercio intrarregional
mediante la puesta en práctica de un Sistema Centroamericano de Pagos basado
en el modelo de la antigua Unión Europea de Pagos; la creación de un Fondo
Especial para los países relativamente atrasados (Honduras y Nicaragua), en un
intento de remediar el retraso de estos dos países en el sector industrial y con el fin
de equilibrar las economías de los cinco países centroamericanos y conseguir el
necesario equilibrio de los intercambios comerciales que permita a medio plazo el
buen funcionamiento del Sistema Regional de Pagos y, por ende, la existencia
misma del MCCA; y por último el refuerzo financiero y político del BCIE, aumentado
su capital, ampliando su cobertura a países extrarregionales y reforzándolo
técnicamente, sobre todo para elaborar políticas macroeconómicas. En todos ellos
la Comunidad pondría su mejor empeño.
EL PROYECTO
Estaría fuera de lugar ocuparme, en este artículo, de describir prolijamente el
complejo andamio del SPC. Sólo he considerado de interés los motivos que llevaron a
la formulación del Programa -lo que ya hemos hecho-, la líneas generales de su diseño,
las ayudas concedidas y la suerte corrida por el mismo. 
En el primer informe realizado por J. Arencibia Rocha y J. Rodríguez de Pablo,
entregado a la Comisión en diciembre de 19887, se afirma de entrada que el relanzamiento
del comercio intrarregional en Centroamérica pasa necesariamente por la adopción
de un sistema multilateral de pagos y que, entre las diferentes alternativas posibles
(acuerdos bilaterales, utilización del Documento de Importación Centroamericano-
DICA-, etc.), se ha optado por la reactivación de la Cámara de Compensación puesto
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que, por un lado, en el pasado fue un instrumento de liquidación de las operaciones
comerciales que contó con una aceptación plena de todos los países de la región y,
por el otro, dadas sus características de ajuste, las interferencias institucionales se
reducen al mínimo. El mecanismo sólo se aplicaría a las operaciones de comercio
exterior (y a aquellas otras de servicios que se acordase) debidamente documentadas,
y la Cámara de Compensación sería un instrumento más en la liquidación de pagos
entre países, manteniéndose los restantes medios de pago que en ese momento se
seguían utilizando. 
El SPC tomaba como eje de referencia la Unión Europea de Pagos8 y se ali-
mentaría de las cuotas de los socios aportadas en sus monedas nacionales por un
importe de 215 millones de dólares centroamericanos. El Informe especifica que
“el relanzamiento del comercio intrarregional supone una demanda adicional de
divisas consecuencia del propio componente importado de ese comercio y de las
necesidades de bienes de equipo de las empresas centroamericanas exportadoras.
Con este fin y para no empeorar las balanzas de pagos individuales y del conjun-
to de la región, la CE y/o los países miembros, más aquellos otros no comunitarios
que decidieran adherirse, aportarían bajo forma de crédito las divisas necesarias
para hacer frente a esta demanda adicional de liquidez externa (...). La aporta-
ción en divisas se limitaría a los dos primeros años y, a partir del tercero, las liquida-
ciones de los países deudores deberían compensar las divisas percibidas por los
acreedores netos de tal forma que el mecanismo fuese de saldo cero en divisa ex-
terna”. Por supuesto, el pago del servicio de la deuda exterior quedaría al margen
del sistema. 
Los autores de este primer informe son conscientes del peligro de continuidad
que corre el Sistema a partir del tercer año en el que no hay entrada de fondos externos
adicionales, por no hablar de que las posiciones deudoras/acreedoras sean tan extremas
que lo hagan inviable. Pese a ello alimentan la esperanza en su continuidad al haber
sobreestimado el componente en divisas (40% del incremento del comercio)9 y porque,
si el Sistema consigue mantenerse esos dos años, cabría esperar que en ese tiempo
retornase a la región centroamericana la inversión directa extranjera que actuaría
como factor equilibrador de las balanzas de pagos, como ya había sucedido en el
pasado. Además de aconsejar un apoyo técnico del Banco de Pagos Internacionales
de Basilea para el Consejo Monetario Centroamericano, terminan su introducción
reconociendo que “donde existe una mayor incertidumbre para la continuidad del
mecanismo multilateral de pagos es en que, siguiendo la experiencia pasada, los países
deudores no sean capaces de incrementar sus exportaciones hacia los acreedores,
manteniendo los elevados déficit y superávit que impidieron el normal funcionamiento
de los mecanismos de compensación”. Fueron profetas, es decir, el Informe era un
trabajo de científicos.
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Quince meses después de la entrega del Informe Preliminar sus autores publicaron
un breve artículo/síntesis con el significativo título de Un Plan para la Recuperación
Económica de Centroamérica 10, en el que exponen una síntesis del Proyecto11, se
especifican las aportaciones de los 5 países centroamericanos12, la aportación de la
Comunidad13, la duración del acuerdo14 y los gestores.
AVENTURA DEL PROYECTO
El 8 de septiembre de 1989 se firmaba en San José de Costa Rica el Acuerdo
para el establecimiento de un Sistema Centroamericano de Pagos, así como el
Reglamento General del Acuerdo. Dos meses después, los días 13 y 14 de diciembre,
y en el mismo lugar, se firmaron el Programa de desmantelamiento de los obstáculos
al comercio intracentroamericano15 y el Programa de eliminación gradual, en lo referente
a las medidas de carácter cambiario y de pagos16. La Comunidad, por su parte, había
aprobado la decisión de financiación del Proyecto en noviembre, y a finales de
marzo de 1990 tenía ultimado el texto del Convenio de Financiación17.
El SPC comenzó su aventura particular el 3 de diciembre de 1990. A pesar de
algunas dificultades técnicas iniciales (teleinformáticas), sobre todo en Nicaragua, y de
su escasa actividad en diciembre de 1990 y enero de 1991, ya en febrero de 1991 el
volumen canalizado a través del Sistema había sobrepasado los 6,5 millones de dólares,
cifra prometedora aunque lejos aún del objetivo prefijado de 30/40 millones. Honduras
y Nicaragua permanecían un tanto ajenos a la utilización del SPC. Por parte
centroamericana, sus compromisos de desmantelar las barreras comerciales y restrictivas
entre ellos, parecía ir en dirección contraria. Costa Rica, cuyo Banco Central tardó
algún tiempo en apoyar el SPC (con lo que consiguió retrasar su entrada en
funcionamiento), había impuesto a mediados de diciembre de 1990 y en enero de 1991
una sobretasa arancelaria del 10% a las importaciones procedentes de los países
centroamericanos, a lo que éstos respondieron con sobretasas análogas, incluso de hasta
el 15% a las importaciones procedentes de Costa Rica. A finales de febrero el final de
esas escaramuzas parecía tocar a su fin.
Dado que este proyecto era el más ambicioso y prometedor puesto en marcha
por la Comunidad en Centroamérica, aun a sabiendas de sus previsibles dificultades
de pervivencia, era lógico que la Comisión procurara asistir a los primeros pasos de
la criatura, no para vigilar sino para colaborar. De ahí que durante los meses de febrero
y marzo enviara algunas misiones de observación, presididas por Jacques Bozzi -codirector
comunitario del SPC- a los países centroamericanos. A finales de marzo se podía
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constatar que la marcha del Sistema comenzaba a ser preocupante. Las razones para
este diagnóstico se basaban en hechos diversos: las dificultades, retrasos y errores en
la constitución, por parte de cada uno de los países centroamericanos, de los fondos
de apoyo a las exportaciones; el bloqueo impuesto unilateralmente por El Salvador
de los pagos de las exportaciones hacia Honduras y Costa Rica, principalmente18;
Nicaragua, padeciendo las incertidumbres lógicas de una reforma monetaria en rodaje,
procuraba no suscitar la desconfianza de sus socios acudiendo con excesiva cautela a
la utilización del SPC; la existencia en algún país (Honduras) de un mercado paralelo
(negro) de divisas que tentaba al empresariado a conseguir el pago de sus exportaciones
en dólares (declarándolo oficialmente en lempiras) y conseguir así la ganancia adicional
de la diferencia de cotización; el poco entusiasmo de los bancos centrales por el Sistema
que sólo les ofrecía una prima del 10% sobre el valor de las exportaciones canalizadas
a través de él, ya que era más interesante intentar cobrarlas en divisas que reforzasen
el valor de sus reservas... En pocas palabras, había comenzado a suceder lo que era
más que previsible: realizar los pagos (importaciones) a través del SPC, e intentar
cobrar los ingresos (exportaciones) en dólares. Esta última filosofía de actuación, no
confesable públicamente, se disfrazaba de acusaciones de deslealtad a los otros socios
(cree el ladrón que todos son de su condición), o se razonaba con la existencia de
desequilibrios preocupantes mucho antes de que estos alcanzaran los límites previstos
en el Sistema y para los que ofrecía garantías. En caso extremo -y en esto sí podía
haber una parte de verdad-, se podía argumentar un parcial desconocimiento del
Sistema debido al escaso tiempo transcurrido desde su puesta en marcha.
Ante esta situación más que preocupante -casi de alerta-, los técnicos comunitarios
aconsejaban, como medida extrema, una imposición de la utilización del SPC para
todas las transacciones intrarregionales; medida sólo apoyada por Costa Rica19, por lo
que había que desecharla. Y como otras medidas de parcheo: una campaña de difusión
y promoción del Sistema, y la creación de un fondo especial de garantía y liquidez que
restaurase el clima de confianza entre los socios. 
Apenas había comenzado a caminar, el Sistema hacía agua por algunos (los histórico-
económicos) de los agujeros previstos por sus creadores. Las variables histórico-políticas
aún eran peores, pero no hubiera sido diplomático plasmarlas en el proyecto inicial y,
menos aún, en el Acuerdo de Financiación. Y es que, en economía, los hechos son
tozudos cuando no se los puede forzar desde el poder (y cuando se puede, parece ser
que las consecuencias son peores).
La crisis
Después de los primeros informes elaborados in situ por las misiones comunitarias
y que, como acabamos de ver, reflejaban una situación del Sistema como desmañada,
la Comisión decidió que había llegado la hora, a pesar del escaso tiempo transcurrido,
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de realizar una misión de diagnóstico y evaluación20, aun siendo consciente que una
medida de este tipo podía desagradar a las autoridades centroamericanas (sobre todo
si éstas, de alguna manera, se habían tomado el Sistema sin la suficiente seriedad, ¡y
ésta es mi opinión!). La Comunidad había puesto mucha carne política en el asador
-como ya hemos apuntado anteriormente- y alguna económica como para dejar que
el SPC se fuera al traste sin a las primeras de cambio. Más aún, la Comunidad había
sido fiel a los compromisos adquiridos en la San José VI (firma del Convenio de
Financiación del Sistema) y en la San José VII (firma del Convenio de Financiación
del Fondo Especial para Honduras y Nicaragua), por no hablar del importante apoyo
al BCIE, tanto técnico/financiero como diplomático. Paralelamente, los países
centroamericanos -que también habían puesto, al menos en apariencia, mucho
compromiso político21- parecían haber perdido el interés. 
Sin embargo, las autoridades centroamericanas, conocedoras, sin duda, del malestar
comunitario, decidieron adelantarse a los acontecimientos. El 30 de mayo se reunieron
los ministros de Economía y los presidentes de los Bancos Centrales de América
Central, y el 10 de junio lo hicieron en El Salvador los miembros del CMCA. En
ambas reuniones se trató sobre la conveniencia de una suspensión transitoria del SPC
y se decidió hacerlo durante un período de 3/6 meses, tiempo suficiente para buscar
y encontrar soluciones alternativas acordes con la experiencia adquirida durante los
seis meses de funcionamiento del Sistema. No era una propuesta a la Comunidad
sino una decisión tomada unilateralmente. 
La decisión, además, entrañaba problemas múltiples y podría tener consecuencias
mortales para el SPC. Al menos, así lo percibían las autoridades comunitarias. En
primer lugar, la suspensión temporal no estaba prevista en la Convención de
Financiación por lo que su aceptación abría el portón a todo tipo de posibles
arbitrariedades e interpretaciones interesadas por parte de los miembros del Sistema
que serían imposibles de controlar y, menos aún, de arbitrar. Por otra parte, era
más que probable que la credibilidad en el Sistema se hundiera definitivamente ya
que era muy problemático volver a incentivar a los empresarios para su utilización;
credibilidad que, como hemos anotado anteriormente, había sufrido ya un fuerte
zarpazo con el bloqueo impuesto por el Banco Central de El Salvador. Y, finalmente,
quedaban fuera de enfoque los programas complementarios del Fondo Especial y
de la asistencia técnica al BCIE. También podía poner en peligro la extensión a los
países centroamericanos del Sistema de Preferencias Generalizadas (SPG) conce-
dido con anterioridad a los países andinos como contraprestación a sus esfuerzos
en la lucha contra la droga (Iniciativa Cartagena). Y eso por no hablar de otros
problemas meramente técnicos (¿qué hacer con el dinero ya aportado?22 y, sobre
todo, de la embarazosa situación en que podía verse abocada en el futuro la cooperación
entre ambas partes por falta de confianza. 
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¿Qué había detrás de esa suspensión? Aquí no me queda más remedio que mezclar
hechos con suposiciones e interpretaciones. Comenzaré por los hechos que considero
de más enjundia, dejando al margen el ya apuntado reiteradamente del bloqueo impuesto
unilateralmente por el Banco Central de El Salvador y las consiguientes reacciones de
los otros socios, así como la desconfianza provocada en los operadores comerciales. En
primer lugar, el Sistema apenas canalizaba el 12% del comercio intrarregional y, además,
su desequilibrada utilización por los países23 hacía que los saldos presentados hasta ese
momento apenas reflejaran la estructura real-histórica de los intercambios comerciales
intrarregionales. En segundo lugar, el desmantelamiento de los obstáculos, medidas
discriminatorias y restrictivas, comprometido por los países centroamericanos en el
lejano diciembre de 1989, iba a paso de tortuga cuando no sufría retrocesos como el
que ya hemos descrito con anterioridad. En tercer lugar, la región centroamericana
comenzaba a recoger los frutos de los programas de ajuste estructural que habían emprendido
en 1989, entre los cuales se encontraba el retorno de capitales y flujos de divisas24,
situación muy distinta de la que sirvió de escenario para el diseño del SPC25. En cuarto
lugar, los cambios recientes de gobierno habidos en algunos países habían supuesto una
serie de medidas en las políticas monetarias y cambiarias de tipo liberalizador que convertían
al SPC en un instrumento excesivamente centralizador y burocrático y, sobre todo, en
una camisa de fuerza, por no decir en una antigualla. 
Más en concreto, a excepción de Costa Rica, todos ellos habían introducido medidas
de liberalización cambiaria y conocido una proliferación de casas de cambio, por lo que
el Sistema sólo era de relativo interés para las operaciones de importación; en Costa
Rica, por su parte, que mantenía una rígida regulación cambiaria, que soportaba y
consentía una extensa red paralela de cambio y que sufría una escasez de divisas, se
producía una fenómeno similar. Por ello, aunque la utilización del SPC era obligatoria
en Nicaragua y en Costa Rica, la utilización de facto apenas alcanzaba el 10% y el 60%,
respectivamente. Finalmente, y en sexto lugar, existía un elemento distorsionador
importante, el Acuerdo de Tela, suscrito entre El Salvador, Honduras y Nicaragua26,
por el que los pagos del comercio podían hacerse libremente, en cualquier moneda de
los países integrantes y sin necesidad de registro. 
En el capítulo de las interpretaciones y suposiciones surgen algunos interrogantes: 
¿Era El Salvador el más interesado en, el verdadero instigador de, la crisis del SPC?
Todo apunta a que sí, como ya había demostrado con el bloqueo y por presentar un
saldo superavitario con Costa Rica y Nicaragua.
¿El fracaso del Sistema era un simple y fiel reflejo de las tensiones y querellas
regionales y políticas que aún permanecían entre los países integrantes? También
creo que sí. Los resquemores y desconfianzas venidos desde la historia no se borran
de un plumazo firmando declaraciones conjuntas en las Cumbres y plasmando en
documentos proyectos y más proyectos de integración cuando en lo profundo sólo
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se está al acecho de poder sacar tajada. Es infinitamente más fácil exigir solidaridad
que darla, sobre todo cuando ello supone renunciar a algo. Los treinta años de la
historia de integración centroamericana deberían servir de lección a aprender y no
de un pasado a reeditar con mejoras.
¿El fracaso del Sistema ponía en entredicho la capacidad de gestión y de compro-
miso de las autoridades centroamericanas? La respuesta, por lo que se refiere a lo
primero, no sería concluyente ya que, como acabamos de ver, se habían producido
cambios más que suficientes en las economías como para convertir al SPC en subsi-
diario, por no decir marginal e incómodo; respecto a la inmadurez y superficialidad
con que se asumían los compromisos, nadie podía negar que, por ejemplo, las medidas
de desmantelamiento de las restricciones al comercio intrarregional aún seguían esperando
el santo advenimiento. 
De decidirse la continuación del Sistema, ¿era conveniente mantener en él la
autoridad exclusiva de los Bancos Centrales? También aquí la respuesta exige matices,
pero no respecto a la exclusividad, que no la tenía. De todos es conocida la tendencia
innata de los responsables de la Banca Central a la acumulación de reservas -sobre
todo en los países que han padecido graves escaseces de ellas- por encima de otras
consideraciones de política económica. Así pues, parecía evidente que puesto que
el SPC se había pergeñado y puesto en ejecución con la finalidad de promocionar
el comercio intrarregional, al menos los responsables de ese comercio debían quedar
involucrados y responsabilizados de las decisiones. 
Lo que sí estaba claro era que la sentencia de muerte del SPC ya estaba dictada
por los hechos. Ahora sólo faltaba señalar la hora de la muerte y del entierro, después
de entonar un réquiem sin solemnidad. Dada la seriedad del caso y del fracaso era
inevitable que antes se intentara una operación, cuando menos de maquillaje, para
guardar las apariencias. Y así se hizo, tal como pasamos a relatar sin más preámbulos.
El acuerdo minoritario
El 3 de julio de 1991 “Los Ministros responsables de la Integración Económica
Centroamericana, el Consejo Monetario Centroamericano y el Representante de la
Comisión de las Comunidades Europeas, reunidos en la ciudad de San Salvador,
El Salvador” firman el Acuerdo Modificatorio del Convenio de Financiación ALA
89/12 (Sistema Centroamericano de Pagos). El Acuerdo se acompaña de un Anexo
sobre Revisión de la Lista de Compromisos incluidos en el Anexo 3 del Convenio
de Financiación (Programa de Desmantelamiento de los Obstáculos al Comercio
Intracentroamericano). 
Tras unos considerandos en los que se reconoce que: un mecanismo regional
de pagos debe ser congruente con la realidad cambiaria nacional y el proceso de
liberalización económica emprendido; que el sector privado ha expresado su interés
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en contar con un mecanismo que permita la tramitación fluida y a tiempo de los
pagos; y que los resultados obtenidos hasta el momento no han sido satisfactorios
-ni por el volumen de las operaciones ni por la existencia de fuertes desequilibrios-,
se decide establecer un período transitorio de tres meses (a partir del primero de julio
de 1991) durante el cual no quedarán interrumpidas las operaciones de compensación
ni la contribución financiera de la Comunidad.
Entre las medidas más destacables están: suspensión de préstamos automáticos
y especiales; creación de un Fondo de Reserva cuyo uso será definido al final del
período transitorio, y cuyos fondos serán administrados por el Banco Agente del
SPC (Banco de Guatemala) y se mantendrán depositados en el Banco Español de
Crédito (Bruselas); suspensión automática de cualquiera de los bancos participantes
en caso de incumplimiento, en los plazos determinados, de los pagos derivados de
la liquidación mensual y de los demás compromisos financieros asociados con el
SPC; creación de un órgano de supervisión del Acuerdo Modificatorio; y a partir
del 15 de septiembre ese mismo órgano supervisor procederá a realizar una evaluación
del SPC que ha de servir de base para que la Comisión de la CE, el Consejo Monetario
Centroamericano y los Ministros Responsables de la Integración decidan sobre la
continuidad, o la terminación, del SPC. 
Sin duda, el Acuerdo Modificatorio estaba bien planteado -con brevedad y
nitidez-, y reflejaba una clara voluntad de salvar el Sistema en función de cómo se
manifestara con los cambios y, en caso de fracaso, creaba las condiciones de seriedad
y confianza suficientes como para merecer buscar un programa alternativo. Ahora
bien, la rigidez de la nueva normativa podía crear problemas a los Bancos Centrales
en un plazo inmediato, de distinto signo según que los países estuvieran en situación
acreedora (El Salvador y Guatemala), o deudora (Costa Rica, Honduras y Nicaragua),
y en esos momentos. Puesto que, durante el período transitorio, los préstamos/créditos
automáticos y especiales habían quedado suspendidos, los Bancos Centrales debían
pagar al contado, y en dólares, las liquidaciones de los meses de julio, agosto y
setiembre (durante la primera semana del mes siguiente). En otras palabras, y expresado
en cifras aproximadas, quería decir que en cada uno de esos tres meses Costa Rica
tendría que responder de un pago al contado de entre 6 y 8 millones de dólares;
entre 2 y 3 Honduras; y entre 1 y 2 Nicaragua. A estas cantidades había que añadir
las correspondientes al Fondo de Reserva creado en el Acuerdo Modificatorio27, lo
que traducido en cifras suponía que antes del 15 de agosto debían desembolsar:
Nicaragua, 44 mil dólares; Honduras, 23 mil; El Salvador, 770 mil; Costa Rica,
900 mil; y Guatemala, 1,9 millones. 
Contemplada en su conjunto, la situación más preocupante era la de Costa Rica -el
mayor utilizador del fondo y también el mayor deudor-, y de su comportamiento iba a
depender en buena parte la suerte final del Sistema. La existencia de ese Fondo de Reser-
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va tranquilizaba, sin duda, a los dos países acreedores, pero la cláusula de suspensión auto-
mática en caso de incumplimiento -y en caso de tener que llegar a aplicarla-, crearía un
grave problema político (y Costa Rica era el candidato número uno llegado el caso). 
No vamos a seguir día a día, ni mes a mes, las incidencias del período transitorio,
con su baile de cifras, pagos realizados y cuentas saldadas. Por ejemplo, los
compromisos para julio se realizaron escrupulosamente28, pero a finales de agosto la
situación seguía siendo desalentadora. El volumen total de operaciones efectuadas a
través del SPC era de unos 15 millones de dólares (20% del comercio intrarregional),
es decir, que la utilización del Sistema seguía estancada, en suave descenso. Peor aún,
el desequilibrio en su utilización era total. Por un lado estaban Costa Rica y Nicaragua
con un nivel de utilización del 50% (el otro 50% se realizaba a través de los mercados
paralelos); en el otro extremo, Guatemala y El Salvador (5% y 0,1% respectivamente),
y en medio Honduras (30%). Parece como si la geografía jugara una mala pasada:
el norte no, y el sur sí. Honduras, por su parte, parecía más inclinada a guiñar al
bloque norte. Había que reconocer que el sistema multilateral de pagos se había
convertido en bilateral. Prolongar el período transitorio equivalía a prolongar con
sadismo la agonía.
El réquiem
El réquiem ya se había entonado antes de la defunción, cuando se aprobó el
Acuerdo Modificatorio. Se trataba sólo de evitar la muerte violenta y ofrecer al SPC
un entierro digno. Por eso, durante el período transitorio se había elucubrado más
sobre qué alternativa debería sustituir al Sistema, que sobre qué cambios introducir
para salvar al Sistema.
A finales del período transitorio ya podían sacar conclusiones definitivas y
claudicatorias los que habían alimentado alguna esperanza de pervivencia. El SPC como
canal de las operaciones comerciales intrarregionales era poco menos que testimonial
(20/25% del total) y se había ido escorando hacia el Sur (Costa Rica y Nicaragua) y
siendo marginado en el Norte (El Salvador y Guatemala). Los desequilibrios, ya elevados
a finales de junio, se habían intensificado en los tres meses de transitoriedad29. La clase
empresarial centroamericana se preguntaba qué hacia una Comunidad como la Europea
en un programa fracasado como el SPC30.
De la aventura del SPC se podían inferir con claridad algunas lecciones. Un
aprendizaje que era más que suficiente para dejar descansar en paz el Sistema y, sobre
todo, que debería servir en adelante como punto de referencia cuando se le propusiera
a la Comunidad programas de la envergadura y compromiso del SPC. Es triste confesarlo,
pero el progreso de los pueblos no es sólo cuestión de fondos, sino sobre todo cuestión
de capacidad y de creatividad para darles el cauce adecuado. Al hilo de esta reflexión
viene a mi mente el título de una obra de Celso Furtado, La fantasía organizada31;
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el título, no el contenido. En el proyecto del SPC (y en otros) los centroamericanos
han ido mucho más lejos con su fantasía que con su organización. La fantasía se
había manifestado en los compromisos políticos asumidos por la región; la organización
se había hecho ostensible en la entrega a remolque de sus órganos ejecutivos, los
Bancos Centrales y sus variopintos directores, más interesados por la acumulación
de las reservas de divisas que por la integración. Por razones que se me escapan,
algunos de estos últimos habían ido poniendo chinitas en el engranaje para hacerlo
chirriar32, y migas de pan en el trayecto de ida, cual pulgarcitos, para saber encontrar
en la ocasión propicia el sendero de vuelta. Es cierto que entre el tiempo de elaboración
y puesta a punto, y los primeros meses de funcionamiento habían cambiado Gobiernos
y situaciones, pero esto no hubiera sido causa suficiente para justificar determinados
comportamientos y, lo que es peor, actitudes.
En ningún momento los Bancos Centrales tuvieron la intención de hacer del
SPC el eje y el instrumento principal de las operaciones intrarregionales, a pesar de
las actitudes más decididas de Nicaragua y Costa Rica de considerarlo como obligatorio
(pero aceptando que el 50% del comercio se desviara por los canales paralelos). ¿Qué
sentido tenía, si no, el Acuerdo de Tela en un marco de integración serio? Ningu-
no. Era sólo una apuesta por la gloria del carpe diem  y, lo que es peor, pero difícil
de probar, un resultado lógico de cuando se es proclive a hacer la vista gorda a los
frutos obtenidos de los lavadores del dinero de la droga y de otras fuentes subterrá-
neas. Lo importante es que las divisas habían vuelto a afluir a El Salvador, Guate-
mala y Honduras33. De este réquiem retendría sólo una estrofa: no dejemos que los
Bancos Centrales manejen los hilos de nuestro futuro político. 
EL PROYECTO ALTERNATIVO: FFFC
Seguir, e intentar describir, los pasos seguidos desde el acta de defunción del
SPC hasta la propuesta alternativa del Fondo para el Fortalecimiento y la Financia-
ción del Comercio (FFFC), sería como intentar reescribir La historia interminable
del magistral novelista Michel Ende, pero en clave económica, lo que la convertiría
en el suplicio de Tántalo. Antes de continuar diré que el plazo transitorio de tres
meses se había ampliado a dos meses más, hasta el 31 de noviembre. El acta de
defunción, en teoría34, se firmó en Montelimar, Nicaragua, el 15 de noviembre de
1991 con el Acuerdo Relativo a la Reorientación del Proyecto ALA 89/12 ‘Sistema
Centroamericano de Pagos’ (Acuerdo de Montelimar), aunque ya antes la Comunidad
había estado trabajando en las alternativas y reorientaciones posibles. 
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En los iniciales considerandos del citado Acuerdo se deja bien claro “que la Parte
Centroamericana, durante el período transitorio, ha satisfecho cabalmente la adopción
de medidas tendentes a la liberalización de los intercambios comerciales y se han
efectuado avances en la adopción de medidas relativas al cumplimiento del Sistema”.
También se recoge que, a pesar de las medidas adoptadas, no se han conseguido
reducir de manera significativa los desequilibrios de los flujos canalizados a través
del SPC con la finalidad de acercarlos a los desequilibrios reales del comercio intrarregio-
nal, por lo que se impone reorientar la utilización de los fondos disponibles del SPC
no girados a la cuenta del Fondo de Reserva establecido mediante el Acuerdo Modificatorio
del 3 de julio. Esto supuesto, y comprometiéndose las autoridades centroamericanas
a seguir adelante con el Programa de Desmantelamiento de los Obstáculos al Comercio
Intracentroamericano, se acuerda que la Comisión, a solicitud de las autoridades
económicas de la región, introduzca con la mayor brevedad posible para su aprobación
uno, o más, proyectos “destinados a la agilización y fortalecimiento del comercio de
la región y, preferentemente, de las exportaciones intracentroamericanas”.
Para financiar esos proyectos se asignarán a los mismos: el remanente del anticipo
de 20 millones de ECU -transferidos por la Comisión al SPC y no integrados al Fondo
de Reserva a partir del 9 de diciembre de 1991; y los 20 millones de ECU restantes del
primer tramo del SPC y no transferidos en concepto de anticipo al Banco Agente.
Además, el Banco Agente reintegrará a la Comisión el día siguiente, 10 de diciembre,
los fondos remanentes del Fondo de Apoyo a las Exportaciones, y el Fondo de Reserva
se mantendrá en la situación actual hasta el 10 de julio de 1994, fecha del último
vencimiento de los pagarés emitidos hasta julio de 1991 (fecha en que se clausuraron
los préstamos automáticos y especiales). 
Pero antes de este Acuerdo de Reorientación, la Comisión ya había diseñado alguna
que otra solución alternativa. Sólo me referiré a la más interesante, aunque luego no
llegara a puerto. Me refiero al Proyecto BLADEX (Banco Latinoamericano de Expor-
taciones). El proyecto, por supuesto, se había elaborado conforme a las condiciones
que todo proyecto alternativo/sustitutorio, previsto en el Acuerdo Modificatorio, debía
reunir: contar con, y exigir, la prosecución del desmantelamiento de los obstáculos al
comercio intrarregional; continuar con el saldo de las deudas según el plan de amortización
previsto (hasta junio de 1994); ser de ámbito regional; tener como fin primordial la
promoción del comercio intracentroamericano, y adecuarse a los fondos comunitarios
previstos (entre 30 y 35 millones de ECU). 
¿Qué era BLADEX? Una institución que gozaba de una buena reputación finan-
ciera internacional; que en los escasos años que llevaba funcionando había podido
canalizar cerca de 20 mil millones de dólares en préstamos a corto plazo hacia América
Latina, con unos costes de funcionamiento muy reducidos35 y una excelente política
de gestión del riesgo, lo que le había permitido hasta el momento registrar un ínfimo
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porcentaje de morosos o fallidos entre sus clientes (Bancos Centrales y Comerciales).
Ya hacía dos años, en 1989, el BLADEX había propuesto a la Comisión crear una
facilidad de crédito gestionada por el Banco en fideicomiso con fondos comunitarios,
y con la finalidad de desarrollar actividades de créditos comerciales en América
Central: créditos a la importación para financiar compras de petróleo y de materias
primas a través de los Bancos Centrales, y pre-financiamientos a las empresas ex-
portadoras. A finales de septiembre de 1991 el BLADEX podía ofrecer aún más
garantía e interés: por una parte, la posibilidad de que el BID aportase al Banco 60
millones de dólares en forma de cuasi capital, y otros 140 millones de crédito para
actividades de crédito a la exportación; por otra, y ante la mejora de la coyuntura
política y del panorama económico de la mayor parte de los países centroamerica-
nos, había decidido ampliar sus operaciones en la región. 
¿En qué consistía el Proyecto? Fundamentalmente en que la Comunidad se sumase
a los planes del Banco para la región centroamericana (desarrollar los créditos a la
exportación) con el aporte de capital (entre 30 y 35 millones de ECU, como ya vimos).
Precisamente el principal problema del BLADEX era su débil base de capitalización
(105 millones de dólares) para una cartera de casi 1.200 millones de dólares. Una vez
aceptada la propuesta, sólo quedaría diseñar un reglamento. Pero como ya anticipé, no
fue más que un proyecto -sin duda el más interesante- de los que barajó la Comisión
durante esos meses como solución alternativa al SPC. 
Para el mes de julio de 1992 la Comisión ya tenía redactado el Proyecto de
Decisión de Reorientación del Proyecto ALA 89/12, que no era otro que el FFFC. Ahora
sólo me referiré a los aspectos más destacables del FFFC. Su objetivo general era el
de reforzar la capacidad de producción y de exportación de los cinco países
centroamericanos, de tal manera que les facilitase contrarrestar los costos del ajuste
económico y poder hacer frente en mejores condiciones a la competencia internacional.
Su creación se imponía, dada las circunstancias del momento, para dinamizar un
sector productivo que sufría la incapacidad del sector bancario centroamericano -a
pesar de la relativa abundancia de capitales en moneda local y en divisas- para canalizar
recursos suficientes hacia las inversiones a medio y largo plazo, y para ofrecer créditos
a corto plazo a las pequeñas y medianas empresas exportadoras. Según algunos estudios,
encargados por la Comisión en los meses de mayo y junio de 1992, existía una
demanda potencial, y no satisfecha por el sistema bancario comercial, tanto en lo
que concierne a los préstamos de inversión empresarial como a los préstamos a corto
plazo para exportaciones no tradicionales. En esta textura, la estrategia de diversificación
económica emprendida por los países centroamericanos corría riesgo de fracasar.
Como objetivos más específicos se contaban: concesión de créditos a las empresas
exportadoras de la región; concesión de financiamiento -bajo determinados límites y
condiciones- a las asociaciones de empresarios, Cámaras de Comercio, federaciones de
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industrias... para realizar infraestructuras comerciales rentables; prestación de asisten-
cia técnica, en caso de petición, a los Bancos Centrales y Comerciales en las áreas de la
exportación y de financiación de inversiones; y organización y financiación de forma-
ción profesional para agentes del sistema bancario centroamericano en las mismas áreas:
créditos a la inversión y a la exportación.
La utilización del FFFC queda condicionada a la continuación de la liberalización
del comercio centroamericano y, en particular, a la realización completa del programa
de desmantelamiento de los obstáculos al comercio intrarregional convenido en el proyecto
ALA 89/12. El Fondo queda constituido por el saldo disponible no gastado del proyecto
ALA 89/12 (alrededor de 34 millones de ECU) más el Fondo de Reserva cuando éste
quede liberado36. La gestión del FFFC correrá a cargo del BCIE, lo que contribuirá a
apoyar los esfuerzos de este Banco subregional, reforzar sus estructuras y la ampliación
de sus actividades, así como para promover una más activa colaboración del BCIE con
otras instituciones latinoamericanas especializadas en la financiación del comercio
(BLADEX, BANCOMEXT), o en la financiación de inversiones (BID). Ahora bien,
para asegurar la autonomía de la gestión y su independencia respecto a criterios y
procedimientos del BCIE, se firmará un estatuto y, además, se contará con asistencia
técnica comunitaria en las decisiones de financiación. La fórmula de Fideicomiso37(Trust
Fund) ofrece suficientes garantías. 
El Proyecto del FFFC se extiende también a los diversos aspectos de su funcio-
namiento, tipos de préstamos (a las empresas, a las asociaciones), clases de préstamos
(de inversión, de apoyo a la exportación), naturaleza de los mismos (límites máximos
y mínimos, plazos, etc), organización y funcionamiento del Fondo, justificación del
mismo, reparto por países... Y por lo que se refiere a su duración, será de diez años a
partir de la primera transferencia de fondos. Cumplido este plazo, el destino final de
los activos del Fondo será decidido conjuntamente por el BCIE, la Comunidad y los
Estados beneficiarios.
SUERTE DE LOS PROGRAMAS COMPLEMENTARIOS
Alrededor del SPC, y como condiciones para que el Sistema pudiese comenzar
su andadura con un mínimo de credibilidad en su futuro, giraban dos proyectos
comunitarios complementarios y unos compromisos (y condiciones) previos que
debían de cumplir los países centroamericanos. A estos compromisos -desmantelamiento
progresivo de obstáculos al comercio intrarregional- ya nos hemos referido al seguir
los 18 meses de aventura del funcionamiento del SPC; con retrasos, retrocesos, mutuas
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desconfianzas..., los países centroamericanos cumplieron. Uno de los dos proyectos
comunitarios era el de una cooperación técnico-financiera con el BCIE, cuya situación
en el verano de 1990 llegó a ser más que preocupante38. La cooperación comunitaria
con el BCIE, que se remonta a bastante antes de esa crisis, se ha seguido manteniendo
dentro de unos límites y realizaciones razonables, aunque un bastante a remolque de
la suerte seguida por el SPC y de las demandas del propio Banco. De hecho, ni en
las Conferencias de San José celebradas desde entonces, ni en las Comisiones Mixtas
respectivas, se ha tratado del tema. Ello no es óbice para que señalemos que con fecha
de 30 de octubre de 1990 la Comunidad firmó un Convenio de Asistencia Técnica
al BCIE, por valor de 210.000 ECU y una duración de 15 meses, con la finalidad
de reforzar la capacidad de análisis macroeconómico y planificación del Banco. Nos
vamos, eso sí, a detener en el segundo de los proyectos, el de más enjundia y calado:
el establecimiento de un Fondo Especial de Promoción de las Exportaciones de Honduras
y Nicaragua (FEPEX).
El FEPEX (ALA 90/6) era una consecuencia lógica39, y casi obligada, del Programa
ALA 89/12, ya que la única manera de mantener operativo un sistema regional de pagos
para revitalizar el comercio intrarregional era evitar los fuertes desequilibrios entre los
países integrantes. Por consiguiente, era imperativo una ayuda específica a los dos países
más atrasados y con menos capacidad de exportación: Honduras y Nicaragua. El programa
estaba concebido para el indispensable fortalecimiento de las estructuras industriales
de Nicaragua -muy afectadas por la crisis política y económica desde el triunfo de la
revolución sandinista (1979)-, y para apoyar los intentos de ajuste estructural
emprendidos por Honduras que incluían una decidida estrategia de apertura comercial
-intrarregional e internacional-40.
El Acuerdo de Financiación se firmó el 19 de marzo de 1991, con motivo de
la Conferencia San José VII. El coste del FEPEX sería de 52 millones de ECU y la
Comunidad contribuiría con el 62% (32 millones). Los objetivos del Programa, a
medio y largo plazo, eran contribuir al equilibrio del SPC. La gestión de este fondo
por el BCIE41 ayudaría a fortalecer el papel y la autoridad de esta institución regio-
nal en el proceso de modernización económica y de desarrollo de la región. Los
préstamos se concederán a empresas exportadoras para financiar prioritariamente
inversiones fijas. También podrán utilizarse para financiar la adquisición de capital
circulante, o el recurso a consultores externos. Aunque el destino preferente de los
fondos son las empresas privadas, también pueden incluirse a las empresas públicas
que ofrezcan suficientes garantías; incluso se prevé la posibilidad de conceder présta-
mos a alguna empresa europea dispuesta a entrar en joint venture en algún proyecto
acorde con los objetivos del Fondo siempre que lo pidan las autoridades de alguno
de esos dos países. Los préstamos pueden cubrir hasta el 100% de los gastos en
divisas del proyecto. Finalmente, el FEPEX  se extiende en la naturaleza de los
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préstamos, su importe y duración, los tipos de interés, la organización y fun-
cionamiento, etc. 
El FEPEX comenzó a funcionar de un modo efectivo un año después, en julio
de 1992. En los tres primeros meses de funcionamiento ya había gestionado más de
5 millones de dólares, y otros 13 millones en proyectos que estaban en estudio.
Notas
1. No es menos cierto que el desmantelamiento de los obstáculos al comercio intrarregional
iba a paso de tortuga. De ahí que en la Declaración de San Salvador (15/17 de julio de 1991),
fruto de la X Cumbre de Presidentes Centroamericanos, se dice que “urgimos a los Ministros
Responsables de la Integración Económica Centroamericana y Desarrollo Regional, el
cumplimiento del Programa de Desmantelamiento de los obstáculos al comercio
intracentroamericano, contenido en el ‘Acuerdo Modificatorio del Convenio de Financiación
ALA 89/12’ con la Comunidad Económica Europea, relativo al Sistema Centroamericano
de Pagos, dentro de los plazos acordados” (nº 28.3)
2. El esquema/sistema del Documento de Importación Centroamericano (DICA) fue elaborado
durante 1986, para hacer frente al grave deterioro del Mercado Común Centroamericano
(MCCA). Basta decir que el comercio intrazonal había descendido de 1,16 mil millones de
dólares en 1980 a 0,5 en 1985. A comienzos de 1987 ya estaba en vigor en Guatemala,
Nicaragua y El Salvador. Sin entrar en su complejidad, diremos que se trataba de títulos de
importación librados por los Bancos Centrales de cada país del MCCA a aquellas personas
que tuvieran intención de importar mercancías de otros países miembros del MCCA. Contra
el pago de la suma debida por la mercancía a importar (en moneda local), el importador
recibía el DICA que le cede al exportador. Este puede utilizar el DICA para realizar otras
compras en no importa qué país del MCCA, o hacerse reembolsar en moneda local por el
Banco Central emisor a los 18 meses de la emisión. El sistema puede, sin duda, funcionar
como un sistema de clearing multilateral pero no resuelve el problema de los saldos de la
balanza de pagos si los intercambios no están equilibrados en la región. Por otra parte, si
tenemos en cuenta que los intercambios consisten esencialmente en productos manufactu-
rados y que la industria centroamericana trabaja sobre la base de materias primas y de
productos semiacabados, parece claro que un relanzamiento de los intercambios entrañaría
un aumento de las importaciones. Sin duda el sistema DICA era astuto pero quedaba por
conocer su eficacia dado que el sistema no decía nada concreto a la hora de llegar a la
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compensación final. Me he detenido un poco en el sistema DICA porque una parte de las
razones de su fracaso tienen que ver con el fracaso del SPC.
3. Días después de la propuesta se reúne la Primera Comisión Mixta CE-Centroamérica (Bruselas,
17/18 de junio, 1987) en cuyas conclusiones sólo se alude indirectamente y de pasada a
esta cooperación: “Igualmente, solicitaron a la Comunidad que apoye financiera y técnicamente
los esfuerzos de reactivación del MCCA. A través de un esquema de financiamiento de
materias primas importadas en beneficio del fortalecimiento del aparato productivo y del
consiguiente incremento del comercio intraregional” (las cursivas son nuestras). Por cierto,
que ese esquema de financiamiento de materias primas se correspondía con total exactitud
a un proyecto de la CE y cuya financiación ya estaba aprobada desde hacia dos años (1985)
por un montante del orden de 14 millones de ECU (dentro del Art, presupuestario de entonces
930: Asistencia Técnica y Financiera). Todo hay que decirlo, a pesar del tiempo transcurrido
el sistema aún no había comenzado a andar por causa de la burocracia centroamericana. 
4. Arencibia Rocha Juan y Rodríguez de Pablo, José “Un proyecto de la CE para Centroamérica”,
In: El País (España), 28.XII.1989, p. 52. En este artículo los autores afirman, y con razón,
que la Comisión Europea asumió con entusiasmo el proyecto y que la mejor prueba del
interés y de la eficacia con que lo desarrolló se desprendía del hecho de que la CE había
dado el visto bueno al mismo apenas transcurrido un año desde su iniciación. También
afirman, y también con razón, que el Proyecto es “singular y ambicioso, que no tiene precedentes
en la historia de la cooperación comunitaria con América Latina o Asia”. Donde creo que
se quedan cortos en subrayar exclusivamente “la decisiva participación del comisario Abel
Matutes, a quien se debe el constante apoyo político que ha permitido su rápida aprobación”.
Creo que habría que incluir aquí, también, el entusiasta e ilusionado apoyo de Angel Viñas,
director general  en aquel  entonces, de las relaciones con América Latina. Hace muchos
años, cuando estaba a las puertas de la mili, oía con alguna frecuencia que era más útil el
apoyo de un sargento que la recomendación de un capitán general. Reteniendo sólo el
tertium comparationis se puede asegurar que el papel de los españoles funcionarios en la
Comisión fue decisivo.
5. Resoluciones 42/1 (octubre) y 42/204 (noviembre). La respuesta centroamericana a estas
resoluciones fue la propuesta de una Plan de Acción Inmediata, que se componía de un Plan
de Emergencia (Ayuda alimentaria y Ayuda a los Refugiados y Desplazados), un Plan Plurianual
de Reactivación Económica y la puesta en marcha del Parlamento Centroamericano.
6. La importancia de la presencia activa de la Comunidad en Centroamérica, no sólo política sino
económica, venía siendo estudiada y fomentada en diversos ambientes académicos europeos.
Sirva de ejemplo un extenso trabajo realizado por la Universidad Bocconi, de Milán (cuya sumario
se presentó en octubre de 1988) sobre las ventajas e inconvenientes de El uso del ECU en las
transacciones internacionales: el caso de los países de América Latina.
7. Se trata de un largo informe, de más de 120 páginas, prolijas en estadísticas y densas en
sugerencias, diseño de la estructura de funcionamiento y cautelas.
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8. Se instituyó en 1950 como una organización regional de pagos bajo la tutela de la Organización
para la Cooperación Económica (OECE) y con la finalidad de espolear el comercio entre los
países miembros. Sustituyó al Acuerdo Intraeuropeo de Pagos que había surgido del Programa
de Recuperación Europeo de 1948. Los autores del SPC también contemplan la posibilidad de
modificaciones durante su vigencia.
9. De este modo, afirman, se evita “cualquier riesgo de iliquidez externa que es el aspecto más
frágil de estas economías y también porque cabe esperar una significativa desviación del comercio
hacia productos regionales que supondrán asimismo una disminución de los pagos en divisas”. 
10. Boletín Económico de ICE (España),(19/25 de marzo de 1990), pp. 1137-1143.
11. Después de explicar la finalidad del Proyecto en los términos en que ya lo hemos hecho en
el texto, continúan: “Se trata, en último término, de un plan para la compensación de las
transacciones comerciales efectuadas entre los cinco países, siempre que éstas se canalicen
a través de la Cámara de Compensación Centroamericana. Cada Banco Central comunicará
a la Cámara las operaciones de cobro y pago remitidas por las exportaciones e importaciones
de su país y la Cámara, a través del Banco Agente del sistema (Banco de Guatemala)
compensará las operaciones para, al finalizar cada mes, establecer un saldo único de cada
Banco Central frente al Sistema Regional de Pagos, de tal manera que no existan saldos
bilaterales entre los Bancos Centrales, sino entre éstos y el Sistema; es decir, frente a la
Cámara de Compensación. Se establece una estricta disciplina en cuanto a los déficit o
superávit máximos, mensuales y acumulados, de cada país, de tal forma que no pueden
estos últimos superar sus respectivas cuotas”.
12. Los Bancos Centrales aportan unas líneas de crédito en su propia moneda al SPC por lo
siguientes importes (en millones de dólares): Costa Rica y El Salvador 30 cada uno; Guatemala,
35; y Honduras y Nicaragua, 15 cada uno; 125 en total. Por consiguiente, la unidad de cuenta
a utilizar por el SPC será la usada tradicionalmente en el comercio de la región, el Peso
Centroamericano, cuyo valor se fijará en un dólar norteamericano. 
13. La CE aporta 120 millones de ECU distribuidos a lo largo de 30 meses, y los desembolsos que
se efectúen a lo largo del año se harán conforme a las necesidades que en el propio Reglamento
se establecen. La cifra estimada para el año 1990, cuando comenzó a andar el Proyecto, fue
de 45 millones de ECU.
14. En principio será ilimitada. La aportación de la CE se realizará en los tres primeros años, al final
de los cuales el sistema deberá autofinanciarse en divisas de tal forma que las liquidaciones se
hagan, en parte, en moneda nacional y ,en parte, en moneda en divisas convertibles.
15. Fue firmado por los Ministros Responsables de la Integración Económica Centroamericana y los
Presidentes de los Bancos Centrales Centroamericanos, en Reunión Conjunta de 13 de diciembre. 
16. Fue aprobado por el Consejo Monetario Centroamericano en su 177 Reunión, el día 14 de
diciembre.
17. Que consta de una parte muy breve de Condiciones Particulares (cinco artículos), y de una
segunda parte más extensa sobre Disposiciones Técnicas y Administrativas. Del texto sólo
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se retendrá ahora lo siguiente: “Como parte de su programa de ayuda para 1989 la Comunidad
contribuirá a modo de donación (...) El compromiso de la Comunidad se ha fijado en 43,5
millones de ECU, en adelante llamado la donación de la CEE”. (Arts. 1 y 2 de las Condiciones).
Y de las Disposiciones Técnicas: “2.2.1. Fondo de Apoyo a las Exportaciones intrarregionales
(FAE) en ECU. La CEE aporta inicialmente al SPC 40 millones de ECU, los cuales serán
utilizados para atender a las necesidades de financiación de su primer año de operatividad
(...) Se prevé la asignación a cada Banco Central, por medio del Sistema, de una cuantía en
ECU correspondiente al 10% de las exportaciones regionales cuyo pago sea canalizado por
dicho Banco en el Sistema..”; “El proceso de decisión en el seno del Consejo se efectuará
por mayoría, salvo en lo relativo a las decisiones fundamentales (modificación del sistema,
paso a la segunda fase, liquidación, etc)...”; “El presente Convenio implica un apoyo financiero
por 40 millones de ECU que cubre las necesidades del Sistema durante 12 meses, y 3,5
millones de ECU que corresponden al costo total de la asistencia técnica”; “La Comisión
someterá a aprobación, a la mayor brevedad posible, el establecimiento de un Fondo Especial
con una dotación inicial de 30 millones de ECU a favor de los países deficitarios crónicos en
el comercio intrarregional, de menor desarrollo relativo (Honduras y Nicaragua)....”.
18. La razón aducida por las autoridades financieras de El Salvador, el comportamiento de otros
países, los cuales canalizaban el pago de sus importaciones a través del SPC pero preferían
conseguir el pago de sus exportaciones en dólares, sobre todo las que se dirigían a El Salvador. 
19. Hay que mesa que en el C de Mich del MISE se C,] que éste tenga sólamente un carácter alternativo.
20. El informe de evaluación se hará en la primera quincena del mes de julio, una vez firmado el
Acuerdo Modificatorio de 3 de Julio. 
21. Los Presidentes centroamericanos habían subrayado en diversas ocasiones el papel estelar del
SPC en el proceso de integración centroamericano y, muy especialmente, en la VIII Cumbre
(Declaración de Antigua), en junio de 1990, colocando como primer punto del PAECA el cumplimiento
de todos los compromisos derivados del SPC, con inclusión del desmantelamiento de todas
las barreras levantadas al comercio intrarregional. 
22. En esas fechas estaba claro que los recursos financieros previstos para la operatividad del
Sistema (y que como hemos visto al analizar los informes previos a la formulación del SPC se
habían sobredimensionado como medida de precaución para la estabilidad y pervivencia del
mismo) sobrepasaban a la capacidad de absorción. En efecto, en esos seis meses de
funcionamiento se habían utilizado menos de 2 millones de ECU -cubiertos en buena parte
por los intereses generados por la colocación de los 20 millones de ECU del primer anticipo-
cuando la Comisión había previsto gastar 40 millones durante el primera año de funcionamiento.
Dado que las reglas comunitarias no permiten cambiar de afectación los recursos, estaba
claro que la mayor parte de los recursos previstos para el SPC quedarían sin utilizar, lo que
no deja de ser chocante tratándose de recursos totalmente no reembolsables. Ante esta
situación era poco probable que la Comunidad diera luz verde al desembolso de los otros
dos tramos de 40 millones de ECU cada uno.
29
El sistema regional de pagos centroamericano
Fundació CIDOB, 1995
23. Honduras y Nicaragua, los países que en principio podrían beneficiarse más del SPC, eran los
que hasta ese momento menos lo habían utilizado. 
24. El primer país en sentir el fenómeno fue El Salvador desde comienzos de 1990 y a finales de
ese mismo año se extendió al resto de los países centroamericanos. 
25. Deseo recordar aquí que en el Informe Preliminar del SPC se prevé ese posible retorno del
capital privado, y es ese, precisamente, uno de los motivos que anima a su autores a profetizar
que “si el sistema de pagos se mantiene durante dos años, se habrá ganado un tiempo
importante que permitirá que la inversión directa exterior vuelva a estos países y ocupe el
lugar que en el pasado tuvo para el equilibrio de sus balanzas de pagos”. Lo que no previeron
fue que el fenómeno se adelantase.
26. El Acuerdo estaba abierto a la posible incorporación de Costa Rica y Honduras.
27. Los recursos del Fondo de Reserva estaban constituidos por: 1. Aportaciones de la Comunidad
Europea, en ECU, a razón del 10% del valor de los pagos por exportaciones canalizados por
medio del SPC durante el período transitorio; y 2. Los recursos en dólares de los Estados
Unidos, producto de la conversión a dicha moneda del Fondo de Contrapartida establecido
a favor del SPC en cada Banco Central. 
28. Costa Rica pagó su saldo deudor de 7,3 millones de dólares; lo mismo hicieron Honduras
(2,0 millones) y Nicaragua (2,8 millones). El Salvador, por su parte recibió 5,3 millones y 6,8
Guatemala. Por lo que respecta al Fondo de Reserva, a mediados de agosto había alcanzado
casi los 7 millones de dólares. 
29. A finales de junio, el total de saldos deudores/acreedores había sido del 58%; éstos pasaron
al 66% en julio, a más del 67% en agosto y al 70% en septiembre.
30. Así se había puesto de manifiesto en un seminario, celebrado en San José el 13 de septiembre,
sobre la “Situación de las economías centroamericanas”, organizado por consejos económicos
y financieros, y durante el cual salió a relucir el tema del SPC.
31. Furtado, Celso; La fantasía organizada, Buenos Aires, Ed. Eudeba, 1988. 
32. Recordemos algunas de ellas: los retrasos sufridos en la puesta en marcha por la no ratificación
de Costa Rica; la guerra de las sobretasas; el bloqueo por parte del Banco Central de El Salvador.
33. A finales de diciembre de 1988 (cuando se presenta a la Comisión el primer Informe del SPC)
la reserva de divisas de esos países era: El Salvador: 184 millones de dólares; Guatemala:
226 millones; y Honduras: 51 millones. Marzo de 1990 (cuando se firma en Managua, en el
encuentro San José VII, el Acuerdo de Financiación): 438 millones de dólares, 292 y 41,
respectivamente. Mayo de 1991 (cuando el SPC está abocado a una modificación o, incluso,
a la desaparición): 434 millones, 689 y 90, respectivamente. Es decir, en ese lapso de tiempo,
El Salvador había visto incrementar sus divisas un 136%; Guatemala, un 205% y Honduras,
un 76%. Por el contrario, Costa Rica, en el mismo tiempo, las había visto decrementar un
13%, pasando de 669 millones a 590.
34. De hecho siguió funcionando, operando en la Cámara de Compensación Centroamericana.
En una reunión del Consejo Monetario Centroamericano (CMC), a mediados de mayo de
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1992, se decidió la suspensión definitiva del SPC a partir del 1 de junio de ese año “teniendo
en cuenta que el SPC resulta ahora incompatible con las condiciones cambiarias que actualmente
imperan en la región”. Por supuesto, en el comunicado se agradecía vivamente a la Comunidad
el apoyo prestado en los logros de la región en materia de convertibilidad interna de las
monedas regionales, en el desmantelamiento de los obstáculos al comercio intrazonal, en
la liberalización de las políticas comerciales y cambiarias de la región, etc.
35. Con sólo 110 empleados en 1990 había gestionado para el conjunto de América Latina un
volumen de financiación de 3,6 mil millones de dólares.
36. A 30 de junio de 1992, de los 43 millones comprometidos en el SPC, y teniendo en cuenta los
intereses percibidos y los gastos netos referentes a la asistencia técnica e informática, aún
quedaban disponibles 34,2 millones no utilizados e inmediatamente utilizables para otro proyecto
alternativo. A esta cantidad habría que añadir lo que quedara de los 11 millones de ECU del
Fondo de Reserva una vez saldadas las deudas internas residuales.
37. Era la misma fórmula que se había elegido para el Proyecto FEPEX, del que hablaremos en el
apartado siguiente.
38. En agosto y setiembre de 1990 la situación de liquidez del BCIE se deterioraba a pasos
agigantados de ahí que los dos principales acreedores, el BID (100 millones de dólares) y la
agencia norteamericana AID (290 millones), organizaran en Washington una reunión (21/24
de setiembre) con la presencia de los gobernadores de los Bancos Centrales de los países
centroamericanos. La Comunidad, aunque no era acreedora, también fue invitada, precisamente
por los lazos de cooperación que mantenía con el BCIE y el conocimiento de sus problemas.
La situación del BCIE era extremadamente grave, pero la voluntad de todos los implicados
era clara en pro de evitar el naufragio. El problema tenía sus raíces. En 1988 el BCIE había
iniciado un proceso de reestructuración para adaptarse a las nuevas exigencias de la región
centroamericana y, en particular, el sostenimiento del deteriorado sector productivo, y para
reducir drásticamente sus costes de intermediación (en dos años la reducción de personal
había llegado al 20%). En ese plan la asistencia técnica la Comunidad jugó un importante
papel, aunque no exclusivo. Pero la situación financiera no mejoró. Hay que tener en cuenta
que el BCIE tenía como clientes exclusivos a los países centroamericanos y, principalmente,
a sus bancos centrales. La morosidad de estos fue en aumento; entre junio de 1989 y setiembre
de 1990, los atrasos acumulados habían alcanzado los 74 millones de dólares (10 millones,
sólo en julio y agosto de 1990). Ante esta situación casi desesperada, la Comunidad tenía
claras dos cosas: 1. Que una parte importante de los proyectos de cooperación con Centroamérica
había sido posible gracias a las instituciones regionales y, muy en especial, del BCIE; y 2. Que
la liquidación al BCIE no aportaría ninguna ventaja técnica ya que su deuda se vería transferida
a los países centroamericanos, lo que sería catastrófico ya que ponía en grave riesgo la
credibilidad de los discursos políticos sobre la voluntad de una integración regional.
39. Así la había considerado el Consejo de Ministros de la Comunidad al aprobar los términos del
Comunicado Económico de San José VI, en abril de 1990 en Dublín: “Tratándose de la acción
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especial en favor de los países crónicamente deficitarios en el comercio regional y de menor
desarrollo, ambas partes reconocen que el desarrollo armonioso de los intercambios regionales
y del equilibrio a largo plazo del SPC requiere un fortalecimiento duradero de la capacidad de
exportación de estos dos países. Toman nota de la declaración de la Comisión Europea según
la cual los estudios relativos a un proyecto que persigue este objetivo se encuentran en una
fase muy avanzada y de que próximamente se presentará una propuesta de financiación a
las instancias competentes de la Comunidad, las cuales la examinarán con un espíritu constructivo”.
Al margen de la intencionalidad del FEPEX, conviene no olvidar que para estos dos países la
aportación principal del SPC consistirá sobre todo, como hemos visto al tratar de él, en las
líneas de crédito en monedas locales que los Bancos Centrales se conceden mutuamente en
el marco del Sistema, y bastante menos en el Fondo en ECU aportado por la Comunidad que
éstos se asignan en proporción a las exportaciones regionales de cada país (y estos dos
países representaban, en el total, menos del 10% de esas exportaciones). 
40. En los meses anteriores a firmarse el Acuerdo de Financiación, ambos países había emprendido
reformas económicas de envergadura. Por lo que se refiere a Honduras, el presidente Calleja
había iniciado en marzo de 1990 una reforma macroeconómica (incluida la política monetaria)
que le había permitido un Acuerdo con el FMI. La lempira se había devaluado hasta 4 lempiras
por dólar (el sobrevaluado tipo de cambio anterior yugulaba las exportaciones hondureñas).
El tipo nominal máximo del arancel había descendido del 135% al 40%, con la previsión de
que a finales de 1992 ese arancel oscilase entre el 5 y el 20%. A estos hay que añadir una
reforma impositiva -de simplificación y modernización- de la que se esperaba un aumento de
los ingresos del Estado del 7,3% del PNB, y una reducción de las dimensiones del sector
público, así como su racionalización. Por lo que se refiere a Nicaragua, en junio de 1990 había
presentado su programa de ajuste económico, entre cuyos objetivos estaban: 1. Ampliar la
oferta exportable (agrícola en particular); 2. Revitalización de la empresa privada; y 3. Reducción
de los desequilibrios monetario, fiscal y de cambio que se habían venido acumulando durante
los años de gobierno sandinista. Más en concreto, en el área monetaria el nuevo gobierno
había reajustado el tipo de cambio oficial y tenía previsto unificar todos los tipos utilizados en
ese momento. Además, confiaba en que reduciendo los gastos militares, y sin necesidad de
aumentar la presión fiscal, podría reducir el déficit público al nivel del 5% del PIB, a la espera
de la privatización del deficitario sector público que en aquel momento representaba más del
50% de la producción de Nicaragua. 
41. La propuesta de hacer gestionar el Fondo por el BCIE, aunque había sido propuesta por el
grupo de expertos enviados por la Comisión en julio de 1989,  no puede dejar de sorprender
a tenor de lo dicho en una nota anterior. Las razones para hacerlo así eran múltiples: 1. Dado
que el Fondo debía ser rotatorio, el BCIE ofrecía más garantías que otras instancias nacionales
-en vías de reestructuración y, por consiguiente, frágiles-; 2. La buena gestión hasta el momento
del Programa PAPIC (Programa de Apoyo a las Pequeñas y Medianas Industrias de América
Central), como lo demostraba el reciente incremento de donantes y el aumento de recursos
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del Programa; 3. Era la mejor manera  de garantizar el carácter regional del Programa, la
homogeneización de los procedimientos y de abrirlo a otros participantes; y 4. Era un modo
adecuado de manifestar la Comunidad su confianza en el Banco y su voluntad de participar
en su recuperación y renovación, como venía haciendo desde 1988. 
